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Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


Buenos Aires, 26 de  febrero de 2008

RES. N° 68 /2008

VISTO: 
El expediente SCD-002/08-0 (Nro. 430/2008), “SCD s/ denuncia formulada por Gey, Marcelo Santiago-Ref. Expte. 26483/0 Tattersall de Palermo S.A. c/ GCBA s/ amparo por mora administrativa” del registro de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y

CONSIDERANDO:
Que el día 11 de enero de 2008 el Sr. Marcelo Santiago Gey presentó una denuncia contra la titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 4, Dra. Elena Liberatori, por supuesto “mal desempeño de sus funciones” (fs. 1/4). 

Que el denunciante fundamenta el pedido de “juicio político” contra la Magistrada, en que el expediente Nro. 26483 caratulado “Tattersall de Palermo S.A. c/ GCBA s/ amparo por mora administrativa” que tramita ante el Juzgado a cargo de la Dra. Liberatori, Secretaría Nº 7, habría dado lugar “al amparo sin verificar que el actor, la firma Tattersall S.A. de Palermo, le había sido rescindido el contrato de concesión por parte de la entidad propietaria la Lotería Nacional S.A., la que le inició juicio de desalojo por ante el Juzgado Civil Nro. 34 - Expediente Nro. 98784/06, actualmente en trámite de ejecución”.

Que entiende el presentante que “resulta evidente que esta circunstancia restaba legitimidad al actor Tattersall de Palermo S.A. para litigar y que la ligereza en el actuar de la Jueza Liberatori permitió la traba de la litis.”

Que el 18 de enero de 2008 se recibieron copias certificadas del expediente 26483 “Tattersall de Palermo S.A. c/ GCBA s/ amparo por mora administrativa” que fueran solicitadas por la Presidenta de este Consejo de la Magistratura, Dra. Carla Cavaliere a la titular del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario Nº 4.

Que el Sr. Marcelo Santiago Gey ratificó la denuncia el día 18 de enero de 2008 (fs. 14/18). Sintetizó la denuncia en cuatro aspectos: en primer lugar, la supuesta falta de legitimidad del actor en el expediente 26483 “Tattersall de Palermo S.A. c/ GCBA s/ amparo por mora administrativa”, en razón de que según la prueba que aporta en el año 2006 la entidad propietaria del inmueble, Lotería Nacional S.E,. finalizó el contrato de concesión por incumplimiento,  radicando el juicio de desalojo ante el Juzgado Civil Nº 34, que se encuentra actualmente en plena ejecución. 
Que con respecto al amparo, el denunciante explicó que la mora administrativa consiste en haber denegado el GCBA la autorización a la firma Tattersall para funcionar como salón de música, baile y cotillón, en razón de encontrarse el mismo en el Parque Tres de Febrero que está zonificado por el Código de Planeamiento Urbano como UP-Urbanización Parque y APH2- Área de Preservación Histórica.
Que por otro lado, el denunciante entiende que la Jueza se habría extralimitado en sus funciones por haber amonestado en un oficio al Procurador General del GCBA por la demora en la reglamentación del APH2.
Que como tercer aspecto expresó que la Jueza Liberatori habría dictado “una medida cautelar obligando al GCBA a otorgar a Tattersall de Palermo S.A. permiso para la realización de eventos con música, baile y cotillón, trasgrediendo de esta forma la Ley Nº 449 UP, Urbanización Parque que lo prohíbe expresamente”. Destacó que “cualquier modificación a esta Urbanización UP requiere la sanción de una Ley de doble lectura por parte de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”.


Que el cuarto aspecto de la denuncia consiste tal como surge de la ratificación de la misma, en que en los fundamentos de la medida cautelar “la Jueza expresa y así lo recoge el diario La Nación (...) que entre comillado la Magistrada concluye que ¨el Ministerio de Gobierno y sus dependencias a la hora de otorgar permisos especiales utiliza un criterio selectivo¨”. Acompañó el recorte del artículo publicado en La Nación (fs. 16). De las manifestaciones de la Jueza, el denunciante entiende que se desprende que existirían ciertos funcionarios que reciben dádivas por el otorgamiento de permisos especiales, por lo que debió efectuar la correspondiente denuncia penal. 

Que en el artículo mencionado, se relata que “el ex legislador porteño Marcelo Gey” (haciendo referencia al ex concejal), “quiere para el Tattersall otro destino. En octubre del año pasado  presentó en el Congreso un proyecto para que  este inmueble y el espacio conocido como Tribuna Plaza fueran transferidos a la Secretaría de Cultura”.

Que se procede al análisis de los cuatro aspectos de la denuncia.

Que con respecto al primer aspecto -es decir la falta de legitimación-, debe tenerse en cuenta que la Jueza no estaba en condiciones de conocer la supuesta rescisión contractual. Por otra parte, a fs. 221 del exp. 26483/0 que en copias certificadas ha remitido la Sra. Magistrada y que tenemos a la vista,  luce la contestación de demanda  realizada por el Dr. Kubrusly, abogado de la Procuración General del GCBA.  Si bien solicita el rechazo de la acción de amparo interpuesta, no plantea la excepción de falta de legitimación activa que invoca el aquí denunciante. Además, resulta evidente que dicha cuestión podía ser revisada por los medios procesales pertinentes.

Que entiende el apoderado de la Procuración que la acción de amparo es extemporánea y que se encuentran pendientes de tramite las habilitaciones para eventos concretos que ha solicitado la firma Tattersall de Palermo  SA.

Que específicamente el apoderado de la Procuración sostiene: “En efecto: De la nota 23/6931/NGGC/2007, a fs. 4 y 5 de la misma surge que la clausura vinculada con los rubros -casa de remates, Museo Clase II, Restaurante, Cantina, Confitería, Comercio Minoristas de Artículos Personales, y de Regalos y Oficinas Comerciales, ha sido levantadas, pues están en condiciones de ser librados al uso público con la mera presentación del pedido de habilitación. Por su parte, de la nota nro. 133127/DGHP/2007 a fojas 2 punto 13 del informe producido por el Director General de Habilitaciones y Permisos, se infiere que el resto de las actividades, salón de fiestas privadas etc., se hallarían comprendidos en el marco de la Resolución nro. 1010/SSEGU/2005, y que la actora ha solicitado permisos en dicho marco legal. De allí pues, que tampoco existe actualidad con relación a esos rubros, pues en cada caso la autoridad de aplicación, y siempre que la actora cumpla con los requisitos de higiene, seguridad y funcionamiento conforme con las normas en vigor, evaluará sobre el otorgamiento del permiso correspondiente para dichos eventos”.
Que el segundo hecho que le imputa es haberse extralimitado en sus funciones por haber “amonestado” al GCBA por no reglamentar el distrito APH2. Con relación a este punto, no es cierto que la jueza haya “amonestado” al GCBA por no reglamentar el distrito. Lo que hizo fue oficiar a la Procuración General a fin de que exhorte al Poder Ejecutivo “para realizar las acciones tendientes a la reglamentación faltante que se aduce como impedimento formal para no autorizar el uso “salón de fiestas” en los establecimientos del Parque Tres de Febrero”(ver auto de fs. 177). No obstante lo expuesto, debe tenerse presente que al momento de contestar la demanda el GCBA tampoco planteó cuestión sobre el particular ni recurrió el auto de fs. 177 que le fue oportunamente notificado (ver fs. 181 del expediente judicial).

Que el tercer hecho que le imputa es haber otorgado una medida cautelar que le permite a Tattersall realizar eventos con música, baile y cotillón, trasgrediendo la Ley 449 UP. 

Que la Sra. Magistrada en su resolución de fecha 14 de noviembre 2007 dispuso que el Ministro de Gobierno “ ... instruya a sus funcionarios a fin de adoptar las medidas necesarias para que la firma Tattersall de Palermo SA pueda desarrollar la actividad (fiestas privadas) ... previa constatación y aprobación de las condiciones reglamentarias que le resulten aplicables- con igualdad de trato que dispensa a los restantes establecimientos también sitos en el Parque Tres de Febrero y que vienen desarrollando pacíficamente su actividad.” 

Que, entonces, con respecto a este aspecto no es cierto que la medida cautelar por sí misma, le permita a Tattersall realizar fiestas privadas. Sólo se ha ordenado al GCBA que adopte las medidas tendientes a que pueda desarrollarlas siempre que cumpla las condiciones reglamentarias aplicables, dándole igualdad de trato que a los restantes establecimientos ubicados en la zona. Asimismo, es importante tener presente que el GCBA no apeló dicha medida.

Que en cuarto lugar el denunciante sostiene que de los fundamentos de la sentencia y de los dichos de la Magistrada publicados en el artículo de la Nación que acompaña resultaría que existirían ciertos funcionarios que reciben dádivas por el otorgamiento de permisos especiales, por lo que según el denunciante la Magistrada debió efectuar la correspondiente denuncia penal. 

Que entendemos que no surge de la sentencia ni se infiere de ella que la Dra. Liberatori haga referencia a una posible situación de cohecho.  En el artículo periodístico acompañado sólo puede observarse que la Jueza manifiesta que el Ministerio de Gobierno y sus dependencias, “a la hora de otorgar permisos especiales, utiliza un criterio selectivo”, de lo cual no puede concluirse que se esté refiriendo a dádiva alguna. 

Que no debe olvidarse que la Ley 31 (orgánica de este Consejo) establece en el art. 1º que es función de este Consejo asegurar y consolidar la independencia del Poder Judicial, la que se determina de dos aspectos: uno externo, conformado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado e incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los/as Magistrados/as que intervienen en determinados expedientes.

Que en el caso a estudio, este Consejo entiende que no surgen elementos convincentes y fundados que justifiquen la apertura de un proceso de remoción ni  la tramitación de sumario administrativo.

Por esto, este Consejo entiende que no debe hacerse lugar a la apertura de sumario, ni proceso alguno contra la Magistrada. Lo contrario indicaría abrir un peligroso camino en el que cualquier acto procesal dictado por un Magistrado, por  disconformidad de alguna de las partes daría lugar a la remoción, provocándose sin lugar a dudas, y de ese modo, una afectación a la natural división de Poderes; máxime si, como surge en estas actuaciones, el denunciante es un tercero ajeno a la litis.

Que para que proceda la apertura de un caso como el que se pretende debe ser exclusivamente porque exista una cuestión disciplinaria a decidir y no el mero cuestionamiento de una decisión, pues esta sola circunstancia, en caso de darle curso, violaría la independencia y autonomía del juez, único rector del proceso bajo su conocimiento. 

Que este Consejo comparte lo sostenido por la Comisión de Disciplina, que ha tenido por principio que los  asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria, y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Así, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que: “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudieran ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113).

Que por todo lo expuesto, este Consejo entiende que corresponde el archivo de las actuaciones. 

Por todo ello y las atribuciones conferidas por el Art. 116 de la Constitución de la Ciudad  Autónoma, la Ley 31 y las Res CM. 171/2003 y 384/2003;
EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE: 

Art. 1°: Desestimar la presente denuncia contra la titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario Nº 4, Dra. Elena Liberatori y disponer el archivo de las actuaciones.
Art. 2°: Regístrese, notifíquese a la Comisión de Disciplina y Acusación y por su intermedio a los interesados y, oportunamente, archívese. 

RESOLUCION  N° 68 /2008
        Juan Pablo Mas Velez 
                                                  Carla Cavaliere


       Secretario



   
         Presidenta
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